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COMPETENCIA PENAL. Nulidad del auto de remisión de la causa a juicio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteada la cuestión de competencia y devolver los autos a la 
Vocalía Nº 3 de la Sala VII del Tribunal de Juicio del Distrito Judicial del Centro. 
DOCTRINA: Se advierte que la controversia expuesta por los integrantes de la judicatura gira en torno al 
alcance de las facultades de los jueces y juezas del tribunal de juicio para declarar la nulidad del auto median-
te el cual se les remite una causa a juicio, en los términos del art. 436 del C.P.P. 
      La Corte ha dicho que la cuestión de competencia no puede suscitarse a partir de una discusión que 
se origina en las atribuciones de la magistratura en orden a la corrección de los actos procesales que se hayan 
cumplido con violación a las formas prescriptas por el código procesal penal para su realización, por lo que 
cabe concluir que no se ha configurado en la especie un conflicto de competencia en que corresponda interve-
nir a éste Tribunal. (Del voto de la Dra. Bonari, Dr. Cornejo, Dra. Kauffman y Dr. Samsón) 
               Los jueces penales deben ejercer su jurisdicción y cumplir su cometido en los casos concretos que la 
ley les asigna; ello constituye un presupuesto indispensable para el normal ejercicio de las potestades de esa 
naturaleza que directa o indirectamente afectan la disciplina y el normal desenvolvimiento del proceso y que, 
en definitiva, determinan la validez de su culminación mediante la sentencia judicial. 

La competencia penal es ejercida exclusivamente por los jueces y tribunales que la Constitución y la 
ley instituyen, y se halla determinada por preceptos de orden público que, establecidos de forma escrita y 
previa, en uso de atribuciones legislativas y mediante el instrumento constitucional apto, concretan la garantía 
y designan al juez natural de la causa 

El fin práctico de la competencia consiste en distribuir las causas entre los diversos jueces instituidos 
por la ley; entre ellos ha de repartirse la tarea judicial, dividiendo el conjunto de asuntos en distintos grupos 
para asignarlos a unos u otros jueces. La existencia de distintos jueces con diversa posibilidad de conocer 
conforme al agrupamiento de las causas, desde el primer momento nos plantea la necesidad de atender a las 
reglas de la competencia. La correcta aplicación de las reglas de la competencia es más rigurosa en materia 
procesal penal que en las demás ramas del derecho, no quedando nada librado a la voluntad particular. 
      Debe entenderse a la competencia penal como el poder otorgado por la ley a un tribunal determinado 
para decidir en un caso, es decir, la capacidad de un órgano predispuesto por el Estado para poder juzgar en 
materia penal. 
      Las reglas de la competencia se fundamentan en la necesidad práctica de una mejor y más eficiente 
administración de la justicia. Se atiende a una mayor facilidad de administrarla por los jueces, y a la menor 
afectación de los intereses de los particulares que deben someterse a ella. Tienen la misión de poner orden en 
el ejercicio de la jurisdicción, y a indicar a los particulares el juez que ha de intervenir en su causa. Esto últi-
mo es más estricto en materia penal, dado el contenido eminentemente público del asunto a tratar. Por eso, la 
competencia es un elemento del juez natural e integra los presupuestos procesales penales con la nota de im-
prorrogabilidad. 
      El tribunal de juicio es un tribunal con competencia plena, que interviene en la etapa definitiva del 
proceso; por eso, orgánicamente, ha sido ubicado en un grado de prelación específico que demuestra los al-
cances de su capacidad jurisdiccional. Al respecto, esta Corte ha sostenido que si bien es cierto que intervení-
an dos magistraturas distintas en dos etapas también diferentes, no es menos cierto que el proceso es único y 
continuo, por lo que la capacidad del actual tribunal de juicio para controlar la actividad desarrollada en la 
instrucción y, en su caso, invalidar los actos que aparezcan como irregulares, no puede ponerse en duda, pues 
ello constituye un deber jurisdiccional de cumplimiento ineludible; capacidad estática que, a su vez, encuentra 
correlato en las normas que delimitan el sistema de nulidades del Código Procesal Penal. Ello se justifica 
plenamente a la luz del art. 436 del C.P.P., que dispone que el juez de garantías debe controlar el cumplimien-
to de los requisitos de la acusación y la regularidad de la investigación penal preparatoria, así como disponer 
las nulidades que correspondan. 



      Sobre dicha norma, cuyo alcance resulta claro, cabe advertir que no resulta coherente y lógico que un 
juzgado de menor grado (como lo es el de garantías) declare la nulidad de lo resuelto por uno superior (tribu-
nal de juicio), asimismo en franca violación del art. 1 de la Ley 7716, Orgánica de la Justicia Penal, que esta-
blece la jerarquía de los tribunales penales. (Del voto de los Dres. Catalano y Posadas) 
TRIBUNAL: Dra. Bonari, Dres. Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón  DOCTRINA: 
Dr. Zenteno   CAUSA: “RUEDA, HÉCTOR EMANUEL; RAMÍREZ, MICHEL SAMUEL; 
MAMANÍ, HÉCTOR FERNANDO; GARECA GALVÁN, MARIANELA LOURDES; 
GARECA GALVÁN, NADIA SANDRA; ABÁN, FACUNDO EXEQUIEL POR HOMI-
CIDIO DOBLEMENTE CALIFICADO POR EL CONCURSO PREMEDITADO DE DOS 
O MAS PERSONAS POR EL USO DE ARMA DE FUEGO EN CONCURSO REAL 
CON PORTACIÓN ILEGÍTIMA DE ARMA DE FUEGO AGRAVADO POR LA PAR-
TICIPACIÓN DE UN MENOR EN PERJUICIO DE APARICIO, KEVIN MAXIMILIA-
NO Y A LOS MENORES F.L.E. (M) Y L.E.J. (M) POR EL DELITO DE HOMICIDIO 
DÓBLEMENTE CALIFICADO POR EL CONCURSO PREMEDITADO DE DOS O 
MAS PERSONAS Y POR EL USO DE ARMA DE FUEGO EN CONCURSO REAL 
CON PORTACIÓN ILEGÍTIMA DE ARMA DE FUEGO EN PERJUICIO DE APARI-
CIO, KEVIN MAXIMILIANO - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Ex-
pte. Nº CJS 39.171/17) (Tomo 216: 461/470 - 27/diciembre/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Parentesco.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 286 por la señora Jueza de la Corte 
Dra. Sandra Bonari. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la excusación de la señora Jueza de Corte, formulada con sustento en 
la relación de parentesco por consanguinidad en primer grado que la une con el magistrado que intervino en el 
expediente principal.   
      Es deber del juez apartarse de la causa cuando mediaren circunstancias que, por su objetiva grave-
dad, afectaren su imparcialidad. 
      La Corte ha sostenido, en reiteradas oportunidades, que para la existencia del debido proceso es ne-
cesario que el juzgador sea un tercero real en la relación litigiosa, de modo que, cuando no se halla en esa 
condición, tiene el deber legal de hacerlo saber a las partes mediante su excusación, instrumento que la ley 
proporciona para hacer conocer la falta de competencia subjetiva. Por consiguiente, el magistrado tiene que 
apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto o de sus partes no puede actuar con plena 
garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad jurisdiccional. 
      La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, estable-
cido en el art. 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica, precepto de rango superior por imperio del art. 75 inc. 
22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de 
magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por ellos, aún cuando trasciendan los 
estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar a su aparta-
miento. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Posadas, Vittar (Jueces de Corte), Dra. Virginia Haydée Solórzano, Dres. Luis 
Félix  Costas y Antonio Omar Silisque (Jueza y Jueces del Tribunal de Impugnación llamada a integrar) 
DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: “QUEJA PRESENTADA POR EL DR. GUILLEN, OS-
CAR PEDRO, EXPTE. Nº G10 - 120166/14 DEL JUZGADO DE GARANTÍAS 4TA. 
NOMINACIÓN, DEL DISTRITO JUDICIAL DEL CENTRO, CAUSA  Nº AFP 
133087/16 DE LA SALA II DEL TRIBUNAL DE IMPUGNACIÓN – QUEJA POR REC. 
DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.806/17) (Tomo 216: 415/420 - 
26/diciembre/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Parentesco.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 262 por la señora Jueza de la Corte 
Dra. Sandra Bonari. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la excusación de la señora Jueza de Corte, formulada con sustento en 
la relación de parentesco por consanguinidad en primer grado que la une con el magistrado que intervino en el 
expediente principal, que le impide intervenir por encuadrar en la causal prevista en el art. 53 inc. e) del 
C.P.P. 
      Es deber del juez apartarse de la causa cuando mediaren circunstancias que, por su objetiva grave-
dad, afectaren su imparcialidad. 
      La Corte ha sostenido, en reiteradas oportunidades, que para la existencia del debido proceso es ne-
cesario que el juzgador sea un tercero real en la relación litigiosa, de modo que, cuando no se halla en esa 
condición, tiene el deber legal de hacerlo saber a las partes mediante su excusación, instrumento que la ley 



proporciona para hacer conocer la falta de competencia subjetiva. Por consiguiente, el magistrado tiene que 
apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto o de sus partes no puede actuar con plena 
garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad jurisdiccional. 
      La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, estable-
cido en el art. 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica, precepto de rango superior por imperio del art. 75 inc. 
22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de 
magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por ellos, aún cuando trasciendan los 
estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar a su aparta-
miento. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Posadas, Vittar (Jueces de Corte), Dra. Virginia Haydée Solórzano, Dres. Luis 
Félix  Costas y Antonio Omar Silisque (Jueza y Jueces del Tribunal de Impugnación llamada a integrar) 
DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: “RECURSO DE QUEJA PRESENTADO POR EL DR. 
OSCAR PEDRO GUILLEN EN REPRESENTACIÓN DE ROMERO, JUAN CARLOS 
EN EXPTE. C03 128490/15 – QUEJA GARANTÍA SIN PRESO – QUEJA POR REC. DE 
INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.833/17) (Tomo 216: 383/388 - 26/diciembre/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Parentesco.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 232 por la señora Jueza de la Corte 
Dra. Sandra Bonari. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la excusación de la señora Jueza de Corte, formulada con sustento en 
la relación de parentesco por consanguinidad en primer grado que la une con el magistrado que dictó la sen-
tencia en el expediente principal.   
      La Corte ha sostenido, en reiteradas oportunidades, que para la existencia del debido proceso es ne-
cesario que el juzgador sea un tercero real en la relación litigiosa, de modo que, cuando no se halla en esa 
condición, tiene el deber legal de hacerlo saber a las partes mediante su excusación, instrumento que la ley 
proporciona para hacer conocer la falta de competencia subjetiva. Por consiguiente, el magistrado tiene que 
apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto o de sus partes no puede actuar con plena 
garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad jurisdiccional. 
      La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, estable-
cido en el art. 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica, precepto de rango superior por imperio del art. 75 inc. 
22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de 
magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por ellos, aún cuando trasciendan los 
estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar a su aparta-
miento. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Posadas, Vittar (Jueces de Corte), Dra. Virginia Haydée Solórzano, Dres. Luis-
Félix  Costas y Antonio Omar Silisque (Jueza y Jueces del Tribunal de Impugnación llamada a integrar)  
DOCTRINA: Dr. Zenteno    
CAUSA: “RECUSACIÓN CON CAUSA  PRESENTADO POR EL DR. OSCAR PEDRO 
GUILLEN EN REPRESENTACIÓN DEL DR- JUAN CARLOS ROMERO – QUEJA 
POR RECURSO DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.655/17) (Tomo 216: 
397/400 – 26/diciembre/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Parentesco.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 63 por la señora Jueza de Corte Dra. 
Sandra Bonari, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la excusación de la señora Jueza de Corte, formulada con sustento en 
la relación de parentesco por consanguinidad en primer grado que la une con el magistrado que suscribió la 
resolución agregada en autos, porque ello constituye una circunstancia con encuadre normativo en el art. 53 
inc. e) del C.P.P. 
      La excusación tiene por objeto asegurar una recta administración de justicia y la conducta imparcial e 
independiente de los magistrados obligados a actuar objetivamente y con neutralidad. Al respecto, este Tribu-
nal ha señalado que el juez tiene que apartarse del conocimiento de todo pleito, respecto de cuyo objeto, o de 
sus partes, no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad juris-
diccional. 
TRIBUNAL: Dra. Kauffman, Dres.  Posadas, Catalano, Corrnejo.  DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: 
“ROSA, ANA INÉS POR ESTAFAS REITERADAS A DAVID, NÉSTOR MICHEL Y 
EMPRESAS: SARAPURA, SEIS EME S.A.I.C., EL OMBÚ, INCOVI, GARIN COMESA 
E IBERIA – APELACIONES INSTR. FORMAL SIN PRESO - QUEJA POR REC. DE 
CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.040/17) (Tomo 216: 613/616 - 29/diciembre/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Parentesco.  



CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 246 por la señora Jueza de Corte Dra. 
Sandra Bonari, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la excusación de la señora Jueza de Corte, formulada con sustento en 
la relación de parentesco por consanguinidad en primer grado con el magistrado que suscribió las resoluciones 
agregadas en copia, porque ello encuadra en la causal prevista en el art. 53 inc. e) del C.P.P.   
      La excusación tiene por objeto asegurar una recta administración de justicia y la conducta imparcial e 
independiente de los magistrados obligados a actuar objetivamente y con neutralidad, al respecto se ha seña-
lado que el juez tiene que apartarse del conocimiento de todo pleito, respecto de cuyo objeto, o de sus partes, 
no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Catalano, Dra. Kauffman, Dr. Posadas.  DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: 
“MACÍAS, VALERIA ELIZABETH POR HOMICIDIO CALIFICADO POR LA RELA-
CIÓN DE PAREJA EN PERJUICIO DE GUTIÉRREZ, JULIO RICARDO – QUEJA POR 
REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.080/17) (Tomo 216: 513/516 - 
27/diciembre/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Parentesco.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 931 por la señora Jueza de Corte Dra. 
Sandra Bonari, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: La excusación tiene por objeto asegurar una recta administración de justicia y la conducta im-
parcial e independiente de los magistrados obligados a actuar objetivamente y con neutralidad. Al respecto 
este Tribunal ha señalado que el juez tiene que apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo 
objeto, o de sus partes, no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su 
actividad jurisdiccional. 
     Corresponde hacer lugar a la excusación de la señora Jueza de Corte, formulada con sustento en la relación 
de parentesco por consanguinidad en primer grado que la une con el magistrado que suscribió la resolución 
agregada en autos, que le impide intervenir por encuadrar en la causal prevista en el art. 53 inc. e) del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Sansón, Catalano, Dra. Kauffman, Dr. Posadas  DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: 
“GARCÍA, ERNESTO RENÉ; GARCÍA, ELIZABETH GRACIELA; MAIZARES, 
LEANDRO AGUSTÍN; ROMERO, CRISTIAN LUIS POR TENENCIA DE ESTUPEFA-
CIENTES CON FINES DE COMERCIALIZACIÓN – RECURSO DE INCONSTITU-
CIONALIDAD PENAL” (Expte. Nº CJS 38.685/16) (Tomo 216: 529/532 - 28/diciembre/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Parentesco. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 199 por la señora Jueza de Corte Dra. 
Sandra Bonari, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la excusación de la señora Jueza de Corte, formulada con sustento en 
la relación de parentesco por consanguinidad en primer grado que la une con el magistrado que suscribió la 
resolución impugnada.   
      La excusación tiene por objeto asegurar una recta administración de justicia y la conducta imparcial e 
independiente de los magistrados obligados a actuar objetivamente y con neutralidad. Al respecto, este Tribu-
nal ha señalado que el juez tiene que apartarse del conocimiento de todo pleito, respecto de cuyo objeto, o de 
sus partes, no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad ju-
risdiccional. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Samsón, Catalano, Cornejo, Posadas.   DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: 
“RECURSO DE CASACIÓN CON PRESO – PLAZA, CARLOS; DEL VALLE, JUAN 
JOSÉ POR HOMICIDIO AGRAVADO POR EL CONCURSO PREMEDITADO DE DOS 
O MÁS PERSONAS; CRIMINIS CAUSA Y POR VIOLENCIA DE GÉNERO, EN PER-
JUICIO DE ÁLVAREZ, GIMENA - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” 
(Expte. Nº CJS 38.811/17) (Tomo 216: 629/632 - 09/enero/2018) 
 
EXCUSACIÓN. Prejuzgamiento. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 7361 por la señora Juez de Corte Dra. 
Sandra Bonari. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar el pedido de separación de la señora Jueza de Corte fundada en que al 
tiempo de desempeñarse como Vocal y Presidenta del Tribunal de Cuentas y luego en la Auditoría General de 
la Provincia, intervino en la auditoria realizada al municipio de Rosario de Lerma por hechos vinculados a la 
causa, pues ello encuadra en la previsión del art. 53, primer párrafo del C.P.P. 
      Es doctrina de la Corte que los supuestos de excusación y recusación de los magistrados deben inter-
pretarse con criterio restrictivo a fin de que, en lo posible, se satisfaga la aspiración constitucional de que los 
juicios se inicien y culminen ante sus jueces naturales 



      En materia de excusaciones las razones invocadas por los magistrados, cuando no se consideran en 
libertad de opinión para dictar sentencia, deben ser evaluadas con amplitud. Es que los conceptos de decoro o 
delicadeza indicados en la norma procesal han de ser analizados sin violentar el fuero íntimo subjetivo que ha 
llevado al magistrado a expresar la necesidad de su apartamiento, en aras de asegurar el debido proceso y la 
recta administración de justicia. 
TRIBUNAL: Dres. Rubén Eduardo Arias Nallar, Pablo D. Arancibia, Dra. Virginia H. Solórzano –Jueces del  
Tribunal de Impugnación llamados a integrar-, Dra. Paola Maroco, Dr. José Luis Riera, Marcelo Rubio, Dra. 
Norma Beatriz Vera –Jueces del Tribunal de Juicio llamados a integrar-   DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAU-
SA: “C/C RAMOS, SERGIO OMAR – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.298/13) (Tomo 216: 289/292 - 18/diciembre/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Prejuzgamiento.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 280 por el señor Juez de la Sala II del 
Tribunal de Impugnación Dr. Guillermo Adriano Polliotto. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación formulada por el Magistrado que invoca como motivo de 
apartamiento haber concurrido a emitir voto en las resoluciones que se impugnan y dan origen a la queja, 
porque ello constituye una circunstancia prevista en el art. 51, inc. a) del C.P.P. 
      Es deber del juez apartarse de la causa cuando mediaren circunstancias que, por su objetiva grave-
dad, afectaren su imparcialidad. 
      La Corte ha sostenido, en reiteradas oportunidades, que para la existencia del debido proceso es ne-
cesario que el juzgador sea un tercero real en la relación litigiosa, de modo que, cuando no se halla en esa 
condición, tiene el deber legal de hacerlo saber a las partes mediante su excusación, instrumento que la ley 
proporciona para hacer conocer la falta de competencia subjetiva. Por consiguiente, el magistrado tiene que 
apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto o de sus partes no puede actuar con plena 
garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad jurisdiccional. 
      La garantía de imparcialidad del Tribunal se ve afectada en todos aquellos casos en que la interven-
ción previa del juez supone un adelantamiento de opinión respecto de la cuestión que debe resolver. 
      La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, estable-
cido en el art. 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica, precepto de rango superior por imperio del art. 75 inc. 
22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de 
magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por ellos, aún cuando trasciendan los 
estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar a su aparta-
miento. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Posadas, Vittar (Jueces de Corte), Dra. Virginia Haydée Solórzano, Dres. Luis 
Félix  Costas y Antonio Omar Silisque (Jueza y Jueces del Tribunal de Impugnación llamada a integrar) 
DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: “QUEJA PRESENTADA POR EL DR. GUILLEN, OS-
CAR PEDRO, EXPTE. Nº G10 - 120166/14 DEL JUZGADO DE GARANTÍAS 4TA. 
NOMINACIÓN, DEL DISTRITO JUDICIAL DEL CENTRO, CAUSA  Nº AFP 
133087/16 DE LA SALA II DEL TRIBUNAL DE IMPUGNACIÓN – QUEJA POR REC. 
DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.806/17) (Tomo 216: 421/426 - 
26/diciembre/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Prejuzgamiento.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 226 por el señor Juez de la Sala II del 
Tribunal de Impugnación Dr. Guillermo Adriano Polliotto. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación formulada por el Magistrado que invoca como motivo de 
apartamiento haber concurrido a emitir voto en las resoluciones que se impugnan y dan origen a la queja, 
porque ello encuadra en el art. 51 inc. a) del C.P.P. 
      La Corte ha sostenido, en reiteradas oportunidades, que para la existencia del debido proceso es ne-
cesario que el juzgador sea un tercero real en la relación litigiosa, de modo que, cuando no se halla en esa 
condición, tiene el deber legal de hacerlo saber a las partes mediante su excusación, instrumento que la ley 
proporciona para hacer conocer la falta de competencia subjetiva. Por consiguiente, el magistrado tiene que 
apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto o de sus partes no puede actuar con plena 
garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad jurisdiccional. 
      La garantía de imparcialidad del Tribunal se ve afectada en todos aquellos casos en que la interven-
ción previa del juez supone un adelantamiento de opinión respecto de la cuestión que debe resolver. 
      La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, estable-
cido en el art. 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica, precepto de rango superior por imperio del art. 75 inc. 
22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de 
magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por ellos, aún cuando trasciendan los 
estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar a su aparta-
miento. 



TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Posadas, Vittar (Jueces de Corte), Dra. Virginia Haydée Solórzano, Dres. Luis 
Félix  Costas y Antonio Omar Silisque (Jueza y Jueces del Tribunal de Impugnación llamada a integrar)  
DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: “RECUSACIÓN CON CAUSA  PRESENTADO POR EL 
DR. OSCAR PEDRO GUILLEN EN REPRESENTACIÓN DEL DR- JUAN CARLOS 
ROMERO – QUEJA POR RECURSO DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 
38.655/17) (Tomo 216: 401/406 – 26/diciembre/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Prejuzgamiento.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 249 por el señor Juez de la Sala II del 
Tribunal de Impugnación Dr. Guillermo Adriano Polliotto. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación formulada por el Magistrado que invoca como motivo de 
apartamiento haber concurrido a emitir voto en la resolución impugnada, porque ello constituye una circuns-
tancia prevista en el art. 53 primer párrafo del C.P.P. 
      Es deber del juez apartarse de la causa cuando mediaren circunstancias que, por su objetiva grave-
dad, afectaren su imparcialidad. 
      La Corte ha sostenido, en reiteradas oportunidades, que para la existencia del debido proceso es ne-
cesario que el juzgador sea un tercero real en la relación litigiosa, de modo que, cuando no se halla en esa 
condición, tiene el deber legal de hacerlo saber a las partes mediante su excusación, instrumento que la ley 
proporciona para hacer conocer la falta de competencia subjetiva. Por consiguiente, el magistrado tiene que 
apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto o de sus partes no puede actuar con plena 
garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad jurisdiccional. 
      La garantía de imparcialidad del Tribunal se ve afectada en todos aquellos casos en que la interven-
ción previa del juez supone un adelantamiento de opinión respecto de la cuestión que debe resolver. 
      La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, estable-
cido en el art. 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica, precepto de rango superior por imperio del art. 75 inc. 
22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de 
magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por ellos, aún cuando trasciendan los 
estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar a su aparta-
miento. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Posadas, Vittar (Jueces de Corte), Dra. Virginia Haydée Solórzano, Dres. Luis 
Félix  Costas y Antonio Omar Silisque (Jueza y Jueces del Tribunal de Impugnación llamada a integrar) 
DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: “RECURSO DE QUEJA PRESENTADO POR EL DR. 
OSCAR PEDRO GUILLEN EN REPRESENTACIÓN DE ROMERO, JUAN CARLOS 
EN EXPTE. C03 128490/15 – QUEJA GARANTÍA SIN PRESO – QUEJA POR REC. DE 
INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.833/17) (Tomo 216: 377/382 - 26/diciembre/2017) 
 
 
EXCUSACIÓN. Relación de amistad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 922 por el señor Juez de Corte Dr. 
Abel Cornejo, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: En materia de excusaciones, las razones invocadas por los magistrados cuando no se consideran 
en libertad de opinión para dictar sentencia, deben ser evaluadas con amplitud. Los conceptos de decoro o 
delicadeza indicados en la norma procesal han de ser analizados sin violentar el fuero íntimo que ha llevado al 
juez a expresar la necesidad de su apartamiento.En un aspecto más amplio, la garantía constitucional de ser 
oído por un tribunal competente e imparcial, prevista en los arts. 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica y 
14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, conduce a interpretar razonablemente las normas 
relativas a la inhibición de magistrados, de manera que las situaciones por ellos invocadas, aún cuando tras-
ciendan los límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, den lugar a su aparta-
miento. 
      Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca haber tenido amistad con uno de los 
interesados en la causa, pues ello constituye una circunstancia objetiva prevista en el artículo 53 inc. n) del 
Código Procesal Penal. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Catalano, Dra. Kauffman, Dr. Posadas  DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: 
“GARCÍA, ERNESTO RENÉ; GARCÍA, ELIZABETH GRACIELA; MAIZARES, 
LEANDRO AGUSTÍN; ROMERO, CRISTIAN LUIS POR TENENCIA DE ESTUPEFA-
CIENTES CON FINES DE COMERCIALIZACIÓN – RECURSO DE INCONSTITU-
CIONALIDAD PENAL” (Expte. Nº CJS 38.685/16) (Tomo 216: 525/528 - 28/diciembre/20170) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. 



CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de inconstitucionalidad, 
interpuesta a fs. 151/159 y, en su mérito, requerir a la Sala II del Tribunal de Impugnación que remita los 
autos a esta Corte. 
DOCTRINA: (Mayoría) La queja constituye un remedio por el cual, cuando sea indebidamente denegado un 
recurso que procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que 
se deje sin efecto dicha denegatoria. 
      La queja en su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a 
los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el 
tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
      Una nota esencial de la queja es el desarrollo de la crítica demostrativa de la errónea denegatoria del 
recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal “a quo” ha incurrido en un error al vedar el acceso a 
la instancia superior. 
      El tribunal “a quo” no debe limitarse a denegar o conceder mecánicamente el recurso de inconstitu-
cionalidad sino que debe ponderar las críticas desde la óptica del apelante y efectuar un juicio de probabilidad 
sobre la afectación de principios constitucionales. A la luz de dicho criterio, los agravios expuestos por el 
impugnante han de ser valorados en abstracto, sin perder de vista los derechos de jerarquía constitucional que 
se dicen infringidos. 
      Cuando se tacha de arbitraria la veda al examen de fundabilidad de una decisión judicial, puede estar 
comprometida la propia facultad de controvertirla mediante las vías revisoras contempladas por el ordena-
miento procesal, en afectación a su vez del derecho a recurrir consagrado por el art. 8.2.h de la Convención 
Interamericana sobre Derechos Humanos, que forma parte del bloque de constitucionalidad. (Del voto de los 
Dres. Cornejo, Posadas, Vittar, Costas y Silisque) 
                 (Minoría) El art. 554 del C.P.P. señala de modo claro el diferente alcance de procedencia que tiene 
el recurso de inconstitucionalidad, cuando se dirige, precisamente, al cuestionamiento de la constitucionalidad 
de una ley, decreto u ordenanza, el que puede ser habilitado en caso que “la sentencia o el auto fuere contrario 
a las pretensiones del recurrente”; mientras que el segundo supuesto de procedencia es el llamado recurso de 
inconstitucionalidad impropio, o en sentido amplio, que corresponde cuando “la sentencia fuere arbitraria”. 
De ello se colige que por arbitrariedad sólo pueden ser recurridas por inconstitucionalidad las sentencias, no 
así los autos, tal como el aquí recaído dado que no pone fin al proceso. (Del voto de la Dra. Solórzano) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Posadas, Vittar (Jueces de Corte), Dra. Virginia Haydée Solórzano, Dres. Luis 
Félix  Costas y Antonio Omar Silisque (Jueza y Jueces del Tribunal de Impugnación llamada a integrar)  
DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: “RECUSACIÓN CON CAUSA  PRESENTADO POR EL 
DR. OSCAR PEDRO GUILLEN EN REPRESENTACIÓN DEL DR- JUAN CARLOS 
ROMERO – QUEJA POR RECURSO DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 
38.655/17) (Tomo 216: 407/414 - 26/diciembre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Audiencia “de visu”. Reedi-
ción de agravios. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado deducida 
a fs. 132/141 vta. 
DOCTRINA: (Mayoría) La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un 
recurso que procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que 
se deje sin efecto dicha denegatoria. 
      La queja, en su concepto estricto, no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio 
a los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante 
el tribunal “ad quem cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
      Es esencial que la queja contenga argumentos claros y convincentes de la insuficiencia de los funda-
mentos esgrimidos por el tribunal “a quo” al clausurar la viabilidad del recurso. De este modo, los agravios 
deben dirigirse a controvertir los fundamentos desarrollados al denegar el recurso de inconstitucionalidad a 
fin de demostrar la falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia tachada de inconstitucional, circunstan-
cia que no se verifica en autos, toda vez que la quejosa reedita los agravios presentados en la instancia ante-
rior. 
      Respecto al agravio por la falta de realización de la audiencia “de visu”, corresponde señalar que, a 
diferencia de lo que ocurre en otros ordenamientos procesales (ej. art. 468 del C.P.P. de la Nación), la ley 
adjetiva local no prevé la realización de audiencia alguna en forma previa a resolver el recurso de casación. 
En efecto, el art. 549 del C.P.P. expresamente dispone que “El Tribunal dictará sentencia dentro de los diez 
días sin previo debate, teniendo a la vista los recursos interpuestos, las pruebas producidas y los escritos que 
las otras partes hubieren presentado”. (Del voto de los Dres. Samsón, Catalano, Posadas y Dra. Bonari) 
               (Minoría) Una nota esencial de la queja es el desarrollo de la crítica demostrativa de la errónea de-
negatoria del recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal “a quo” ha incurrido en un error al 
vedar el acceso a la instancia superior. En este sentido, la queja en estudio expresa de manera correcta los 
motivos de su agravio, los que atañen a la validez del auto de mérito referido, toda vez que habiéndose efec-
tuado una correcta relación entre la materia de que se trata y los derechos constitucionales que se consideran 



conculcados, es posible concluir, dentro del análisis provisional propio de este planteo, que los agravios for-
mulados poseen entidad “prima facie” como para habilitar el control de constitucionalidad por la vía del re-
medio intentado por cuanto la quejosa expone que hubo arbitrariedad por parte del Tribunal de Impugnación 
al casar parcialmente el fallo de primera instancia, respecto a la pena aplicada al condenado, sin explicar las 
razones suficientes que motivaron dicho decisorio. 
      Se advierte una contradicción flagrante en lo resuelto por el Tribunal de Alzada ya que por un lado 
confirma el fallo del inferior respecto a las circunstancias de modo, tiempo y lugar, del instrumento utilizado 
por el agresor para lesionar gravemente a la víctima, de la incuestionable aplicación del agravante del art. 80 
inc. 11 del C.P. y del abordaje del evento según las previsiones consagradas en la “Convención de Belém do 
Pará”, pero a pesar de ello sostiene que debe atenuarse la pena aplicada al victimario. Pues si considera que el 
plus punitivo se encuentra plenamente justificado al quedar fuera de discusión la aplicación de los incisos 1º, 
2º y 11º del art. 80 del C.P., mal podría luego aplicar una penalidad menor como la prevista en abstracto para 
la figura simple del art. 90, sin incurrir en una arbitrariedad manifiesta. (Del voto de la Dra. Kauffman y los 
Dres. Vittar y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Dra. Bonari, Dres. Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dr. Posadas  
DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: “C/C PONCE, RAÚL MANUEL POR EL DELITO DE 
TENTATIVA DE HOMICIDIO AGRAVADO POR SITUACIÓN DE CONVIVENCIA 
PREEXISTENTE, ALEVOSÍA Y POR EL GÉNERO - QUEJA POR  REC. DE INCONS-
TITUCIONALIDAD DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.020/17) (Tomo 216: 155/164 - 
07/diciembre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Cambio de calificación. Ex-
temporaneidad. Plazo para interponer recurso de inconstitucionalidad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, inter-
puesta a fs. 59/64. 
DOCTRINA: La queja no constituye propiamente un recurso ni un medio de impugnación de los actos juris-
diccionales sino sólo un medio para obtener la concesión de un recurso declarado inadmisible. 
    No se vislumbra irrazonabilidad en la solución jurídica arribada por el Tribunal de Impugnación, ya 
que delimitó adecuadamente el objeto de la inspección casatoria, al discriminar el agravio concreto consisten-
te en la supuesta configuración de  un vicio “in procedendo”, que desestimó al considerar que no existía afec-
tación del principio de congruencia, destacando que la identidad ontológica del hecho atribuido se mantuvo 
intacta durante todo el juicio oral y que la modificación de la calificación legal fue realizada conforme a los 
parámetros establecidos por el digesto ritual, descartando –asimismo- un sorpresivo cambio atentatorio del 
derecho de defensa en juicio. (Del voto de la Dra. Bonari) 
 
      En virtud de la competencia recursiva de esta Corte, en materia penal, a este Tribunal le compete 
conocer y decidir del recurso de inconstitucionalidad, así como la queja por su denegación, siempre que con-
curran los requisitos exigidos para ello, esto es, que se interponga el recurso de inconstitucionalidad contra las 
resoluciones del Tribunal de Impugnación, si se hubiere cuestionado la constitucionalidad de una ley, orde-
nanza, decreto o reglamento que estatuya sobre materia regida por la Constitución, y la sentencia o el auto 
fuere contrario a las pretensiones del recurrente, o cuando la sentencia fuere arbitraria, calificación ésta que le 
atribuye la quejosa. 
      La doctrina de la arbitrariedad invocada es el medio para resguardar la garantía de la defensa en 
juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del 
derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. 
      La aplicación de la doctrina de la arbitrariedad resulta excepcional y sólo reservada para aquellos 
supuestos en los que se verifique un apartamiento evidente de la solución legal prevista para el caso o una 
decisiva carencia de fundamentación en el pronunciamiento impugnado, en tanto no basta para demostrar la 
existencia de una situación de inconstitucionalidad, sostener la vulneración de derechos constitucionales si no 
se prueba la afectación puntual de los derechos invocados. 
      Constituye un impedimento para la admisión de la queja presentada el hecho de que no señala, razo-
nando en relación con el auto que no concede el recurso, cuál es o cuáles son las disposiciones legales que 
inobservadas por el “a quo” privan de sustento a la resolución denegatoria. 
      Aun cuando en el presente caso no cabe la declaración de inconstitucionalidad del art. 478 del C.P.P., 
no existe un plazo para tal declaración, toda vez que los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden inter-
pretar y aplicar la Constitución en los casos concretos cuyo conocimiento les corresponde y confrontar si las 
leyes, reglamentos, decretos o actos de las autoridades guardan o no conformidad con ella, absteniéndose de 
aplicarlos si encuentran que se les oponen. (Del voto de los Dres. Catalano, Samsón y Vittar) 
TRIBUNAL EN FERIA: Dra. Bonari, Dres. Catalano, Samsón, Vittar  DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: 
“JUÁREZ, MIGUEL ÁNGEL POR HOMICIDIO CALIFICADO POR SER EL HECHO 
PERPETRADO POR UN HOMBRE HACIA UNA MUJER MEDIANDO VIOLENCIA 



DE GÉNERO EN PERJUICIO DE   JUÁREZ, ESTELA – QUEJA POR REC. DE IN-
CONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.149/17) (Tomo 216: 781/792 - 22/enero/2018) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Doctrina de la arbitrariedad. 
Reedición de planteos y argumentos ya resueltos.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, inter-
puesta a fs. 77/83 vta. 
DOCTRINA: Una nota esencial de la queja es el desarrollo de la crítica demostrativa de la errónea denegato-
ria del recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal “a quo” ha incurrido en un error al vedar el 
acceso a la instancia superior. 
      El recurso de inconstitucionalidad resulta de carácter excepcional y de interpretación restrictiva. Su 
admisión se circunscribe a los supuestos en que una cuestión constitucional, oportunamente introducida, de-
viene esencial para la resolución de la causa; por ello, lejos de constituir la apertura de una tercera instancia, 
sirve para el cumplimiento del estricto control de constitucionalidad, razón ésta que impone que su admisión 
no puede importar en modo alguno la habilitación de una etapa revisora de sentencias pronunciadas por los 
respectivos tribunales de apelación, en tanto en ellas no se evidencien vicios de entidad grave como para im-
plicar, o una lesión a un principio constitucional, o su descalificación como actos jurisdiccionales válidos en 
el ámbito de la doctrina de la arbitrariedad. 
      La doctrina de la arbitrariedad invocada es el medio para resguardar la garantía de la defensa en 
juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del 
derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, requisitos que reúne la resolu-
ción cuestionada y que aventan cualquier supuesto de irrazonabilidad. 
      La aplicación de la doctrina de la arbitrariedad resulta excepcional y sólo reservada para aquellos 
supuestos en los que se verifique un apartamiento evidente de la solución legal prevista para el caso o una 
decisiva carencia de fundamentación en el pronunciamiento impugnado; en tanto no basta para demostrar la 
existencia de una situación de inconstitucionalidad, sostener la vulneración de derechos constitucionales si no 
se prueba su afectación puntual. 
      Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer de debida fundamenta-
ción. En tal sentido, se observa que el impugnante se limita sustancialmente a remitir y transcribir textualmen-
te los razonamientos expuestos al fundar el recurso de inconstitucionalidad, los que ya han tenido adecuada 
respuesta en la instancia apelativa; y no señala, razonando en relación con el auto que no concede el recurso, 
cuál es o cuáles son las disposiciones legales que inobservadas por el “a quo” privan de sustento a la resolu-
ción denegatoria; como tampoco llega a plantear un agravio serio y contundente que desautorice, por ilógico, 
el análisis de la norma y de las constancias de la causa que se efectuó para emitir el pronunciamiento, ni se 
alcanza a exponer de forma fundada una cuestión constitucional tal como lo exige la ley. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Posadas, Samsón, Dra. Bonari, Dres. Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. 
Zenteno  CAUSA: “VALLEJO, NORMANDO JOSÉ FELICIANO POR HOMICIDIO SIM-
PLE EN PERJUICIO DE RUIZ, JESÚS ISMAEL – RECURSO DE CASACIÓN CON 
PRESO – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.163/17) 
(Tomo 216: 663/672 - 10/enero/2018) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Falta de fundamentación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, deducida 
a fs. 84/87 vta. 
DOCTRINA: La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un recurso que 
procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante este, a fin de que se deje sin 
efecto dicha denegatoria. 
      La queja en su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a 
los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el 
tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
      En toda queja el impugnante debe expresar el o los motivos por los que entiende que el recurso fue 
mal denegado, por lo que corresponde considerarla formalmente improcedente si no se encuentra debidamen-
te fundada porque el quejoso no señala, razonando en relación con el auto que no concede el recurso, cuál o 
cuáles son las disposiciones legales que inobservadas por el a quo privan de sustento a la resolución denegato-
ria. Es esencial que el planteo contenga argumentos claros y convincentes de la insuficiencia de los funda-
mentos esgrimidos por el tribunal “a quo” al clausurar la viabilidad del recurso. 
      En la queja los agravios deben dirigirse a controvertir los fundamentos desarrollados al denegar el 
recurso de inconstitucionalidad a fin de demostrar la falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia ta-
chada de inconstitucional. 
      Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer ésta de la debida fun-
damentación ya que no basta para que se configure una situación de inconstitucionalidad calificar de arbitraria 
la resolución cuestionada si no se rebate adecuadamente las razones que determinaron la denegatoria.  



      En el caso, si bien la quejosa señala que el Tribunal de Impugnación, al no hacer lugar al planteo 
casatorio, cercena la posibilidad de recurrir un pronunciamiento que confirma la condena de prisión perpetua, 
solo se limita a reseñar los antecedentes de la causa sin controvertir los argumentos vertidos en el fallo. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Catalano, Cornejo, Dra. Bonari  DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: 
“AGUILERA, ALEJANDRO RAMIRO; AGUILERA, CARLOS ALBERTO; HERRERA, 
EMILIANO FABRICIO POR HOMICIDIO CALIFICADO POR EL CONCURSO PRE-
MEDITADO DE DOS O MÁS PERSONAS EN CONCURSO REAL CON EL DELITO 
DE PORTACIÓN ILEGÍTIMA DE ARMA DE FUEGO EN PERJUICIO DE TORRES, 
FRANCO ALBERTO - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 
39.136/17) (Tomo 216: 673/680 - 11/enero/2018) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Falta de debida fundamenta-
ción. Audiencia “de visu”. Doctrina de la arbitrariedad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, deducida 
a fs. 206/219. 
DOCTRINA: La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un recurso que 
procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin 
efecto dicha denegatoria. 
      La queja en su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a 
los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el 
tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
      Es esencial que la queja contenga argumentos claros y convincentes de la insuficiencia de los funda-
mentos esgrimidos por el tribunal “a quo” al clausurar la viabilidad del recurso. De este modo, los agravios 
deben dirigirse a controvertir los fundamentos desarrollados al denegar el recurso de inconstitucionalidad a 
fin de demostrar la falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia tachada de inconstitucional. 
      En la queja el impugnante debe expresar el o los motivos por los que entiende que el recurso fue mal 
denegado, por lo que debe considerársela formalmente improcedente si no se encuentra debidamente fundada 
porque el quejoso no señala, razonando en relación con el auto que no concede el recurso, cuál o cuáles son 
las disposiciones legales que inobservadas por el “a quo” privan de sustento a la resolución denegatoria 
      El remedio intentado no resulta procedente en los supuestos de discrepancia con la valoración e in-
terpretación de la prueba efectuada por los jueces y que, además, cabe descartar la tacha de arbitrariedad ya 
que el fallo recurrido es ajustado a derecho, toda vez que ha subsumido los hechos probados en las figuras 
penales correspondientes sin rebasar los dictados de la sana crítica y ha satisfecho las exigencias de toda deci-
sión jurisdiccional producida dentro del marco de legalidad y razonabilidad de sus fundamentos 
      La aplicación de la doctrina de la arbitrariedad resulta excepcional y sólo reservada para aquellos 
supuestos en los que se verifique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta 
carencia de fundamentación. 
      Carece de sustento el argumento referido a la omisión de la audiencia “de visu”, toda vez que, a 
diferencia de lo que ocurre en otros ordenamientos procesales, la ley adjetiva local no prevé la realización de 
audiencia alguna en forma previa a resolver el recurso de casación. En efecto, el art. 549 del C.P.P. expresa-
mente dispone que “El Tribunal dictará sentencia  dentro de los diez días sin previo debate, teniendo a la vista 
los recursos interpuestos, las pruebas producidas y los escritos que las otras partes hubieren presentado”. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Catalano, Cornejo, Dra. Kaufman, Dr. Posadas  DOCTRINA: Dr. Zenteno   
CAUSA: “MACÍAS, VALERIA ELIZABETH POR HOMICIDIO CALIFICADO POR 
LA RELACIÓN DE PAREJA EN PERJUICIO DE GUTIÉRREZ, JULIO RICARDO – 
QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.080/17) (Tomo 216: 
517/524 - 27/diciembre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Inexistencia de cuestión 
constitucional. Reiteración de planteos ya resueltos.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, inter-
puesta a fs. 138/152. 
DOCTRINA: La queja constituye el remedio por el cual, cuando sea indebidamente denegado un recurso que 
procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin 
efecto dicha denegatoria. 
      En su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a los re-
cursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el tribu-
nal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
      Es esencial que la queja contenga argumentos claros y convincentes de la insuficiencia de los funda-
mentos expresados por el a quo al clausurar la viabilidad del recurso, por lo que los agravios deben dirigirse a 
controvertir los fundamentos desarrollados al denegar el recurso de inconstitucionalidad, a fin de demostrar la 
falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia tachada de inconstitucional. 



      En el caso de autos los agravios en la queja no están dirigidos a desvirtuar los fundamentos de la 
resolución que deniega el recurso de inconstitucionalidad, sino constituyen un reenvío a los planteos y razo-
namientos vertidos en aquel recurso, sin lograr precisar ni demostrar de qué modo se vulneran los derechos 
constitucionales que invoca. 
      En la queja el impugnante debe expresar el o los motivos por los que entiende que el recurso fue mal 
denegado, debiendo considerarla formalmente improcedente si no se encuentra debidamente fundada porque 
el impugnante no señala, razonando en relación con el auto que no se concede el recurso, cuál o cuáles son las 
disposiciones legales que inobservadas por el a quo privan del sustento a la resolución denegatoria 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Catalano, Dra. Kauffman, Dres, Posadas, Samsón, Vittar, Dra. Bonari. DOC-
TRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: “LÓPEZ, LUIS PAULO ALFREDO POR HOMICIDIO PRE-
TERINTENCIONAL Y HURTO CALAMITOSO EN CONCURSO REAL EN PERJUI-
CIO DE SAGREDO, HÉCTOR ADRIÁN - RECURSO DE CASACIÓN CON PRESO – 
QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.047/17) (Tomo 216: 
217/226 - 15/diciembre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Procedencia. Posible afecta-
ción de garantías constitucionales para la resolución de la causa.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de inconstitucionalidad, 
interpuesta a fs. 185/192 vta. y, en su mérito, requerir a la Sala II del Tribunal de Impugnación que remita los 
autos a esta Corte. 
DOCTRINA: (Mayoría) La queja constituye un remedio por el cual, cuando sea indebidamente denegado un 
recurso que procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que 
se deje sin efecto dicha denegatoria. 
      La queja en su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a 
los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el 
tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
      Una nota esencial de la queja es el desarrollo de la crítica demostrativa de la errónea denegatoria del 
recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal “a quo” ha incurrido en un error al vedar el acceso a 
la instancia superior. 
      El tribunal “a quo” no debe limitarse a denegar o conceder mecánicamente el recurso de inconstitu-
cionalidad sino que debe ponderar las críticas desde la óptica del apelante y efectuar un juicio de probabilidad 
sobre la afectación de principios constitucionales. A la luz de dicho criterio, los agravios expuestos por el 
impugnante han de ser valorados en abstracto, sin perder de vista los derechos de jerarquía constitucional que 
se dicen infringidos. 
      Cuando se tacha de arbitraria la veda al examen de fundabilidad de una decisión judicial, puede estar 
comprometida la propia facultad de controvertirla mediante las vías revisoras contempladas por el ordena-
miento procesal, en afectación a su vez del derecho a recurrir consagrado por el art. 8.2.h de la Convención 
Interamericana sobre Derechos Humanos, que forma parte del bloque de constitucionalidad. (Del voto de los 
Dres. Cornejo, Posadas, Vittar, Costas y Silisque) 
               (Minoría) El art. 554 del C.P.P. señala de modo claro el diferente alcance de procedencia que tiene 
el recurso de inconstitucionalidad, cuando se dirige, precisamente, al cuestionamiento de la constitucionalidad 
de una ley, decreto u ordenanza, el que puede ser habilitado en caso que “la sentencia o el auto fuere contrario 
a las pretensiones del recurrente”; mientras que el segundo supuesto de procedencia es el llamado recurso de 
inconstitucionalidad impropio, o en sentido amplio, que corresponde cuando “la sentencia fuere arbitraria”. 
De ello se colige que por arbitrariedad sólo pueden ser recurridas por inconstitucionalidad las sentencias, no 
así los autos, tal como el aquí recaído dado que no pone fin al proceso. (Del voto de la Dra. Solórzano) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Posadas, Vittar –Jueces de Corte-, Dra. Virginia Haydée Solórzano, Dres. Luis 
Félix  Costas y Antonio Omar Silisque (Jueza y Jueces del Tribunal de Impugnación llamada a integrar) 
DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: “QUEJA PRESENTADA POR EL DR. GUILLEN, OS-
CAR PEDRO, EXPTE. Nº G10 - 120166/14 DEL JUZGADO DE GARANTÍAS 4TA. 
NOMINACIÓN, DEL DISTRITO JUDICIAL DEL CENTRO, CAUSA  Nº AFP 
133087/16 DE LA SALA II DEL TRIBUNAL DE IMPUGNACIÓN – QUEJA POR REC. 
DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.806/17) (Tomo 216: 427/434 - 
26/diciembre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Segunda Instancia. Arbitra-
riedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, inter-
puesta a fs. 38/40 y, en su mérito, requerir a la Sala IV del Tribunal de Impugnación que remita los autos a 
esta Corte. 



DOCTRINA: (Mayoría) La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un 
recurso que procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que 
se deje sin efecto dicha denegatoria. 
      En su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a los re-
cursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el tribu-
nal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
      El Código Procesal Penal y la Ley Orgánica de la Justicia Penal 7716 han definido la segunda instan-
cia que consagran normas de jerarquía constitucional, mediante dos vías impugnativas ordinarias a cargo de 
un nuevo órgano jurisdiccional que, sin afectar la naturaleza de los recursos, resuelve en forma unipersonal o 
colegiada. 
      La apelación y la casación se establecen de modo imperativo y de manera progresiva en el proceso; 
la primera puede interponerse contra resoluciones de la etapa preparatoria, reservando la segunda a la senten-
cia y los autos dictados en etapa de juicio que causen gravamen irreparable. A su vez, contra las resoluciones 
de aquel órgano de segunda instancia –tanto las de competencia apelativa como casatoria- sólo procede el 
recurso de inconstitucionalidad, es decir, ahora existe otra instancia en el orden local que, como tal, es de 
carácter extraordinario y de competencia de la Corte. Por eso, dicho medio impugnativo ha sido ampliado a 
las causales de arbitrariedad, en absoluta conformidad al art. 153, ap. III, inc. a) de la Constitución Provincial 
      La Corte ha señalado que el tribunal no debe limitarse a denegar o conceder mecánicamente el recur-
so de inconstitucionalidad sino que, valorando los agravios desde la óptica del recurrente, debe efectuar un 
juicio de probabilidad sobre la afectación de principios constitucionales. A la luz de dicho criterio, los agra-
vios expuestos por el impugnante han de ser valorados en abstracto, sin perder de vista los derechos de jerar-
quía constitucional que se dicen infringidos. 
           La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha resuelto en reiteradas oportunidades que la doctrina de 
la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que 
procura cubrir casos de carácter excepcional en los que graves deficiencias lógicas del razonamiento o una 
total ausencia de fundamento jurídico impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como 
una sentencia fundada en ley, con directa lesión a la garantía del debido proceso. 
      El material de agravios traído por la presentante constituye fundamento suficiente para abrir la vía 
del control de constitucionalidad que autoriza el art. 554 del C.P.P., toda vez que se cuestiona el fallo de la 
alzada atribuyéndole arbitrariedad por apartarse del derecho vigente y prescindir de los elementos de convic-
ción que acreditan la falta de control por parte de la defensa del imputado sobre la testimonial llevada a cabo 
por la fiscalía en los términos del art. 327, 2do. párrafo del C.P.P. (declaración en cámara Gesell). (Del voto 
de los Dres. Catalano, Cornejo, Posadas, Samsón y Dra. Bonari) 
              (Minoría) Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer de debida 
fundamentación, al haber omitido el impugnante demostrar la inexactitud de las razones en que se sustentó la 
denegatoria del recurso. 
      La falta de debida fundamentación de la queja, conforme con la constante doctrina del Tribunal, 
provoca la desestimación del recurso. 
      No existe una cuestión de índole constitucional que permita la apertura del recurso, revelando los 
planteos del quejoso una mera divergencia con el criterio del órgano jurisdiccional respecto de la determina-
ción de cuestiones comprendidas en la litis, las que a más de ser materias propias de los jueces de la causa y 
ajenas al remedio extraordinario, han sido resueltas con fundamentos suficientes, lo que torna inaplicable la 
doctrina excepcional de la arbitrariedad. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Dra. Bonari  DOCTRINA: 
Dr. Zenteno   CAUSA: “C/C RIVERA CONDORÍ, MIGUEL – POR ABUSO SEXUAL 
SIMPLE - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.011/17) 
(Tomo 216: 491/502 - 27/diciembre/2017). 
 
RECURSO DE APELACIÓN. Hábeas corpus. Apelación  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de apelación deducido a fs. 66/75. 
DOCTRINA: En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, tanto la 
Constitución Nacional (art. 43) como la de la Provincia (art. 88) establecen una vía expedita y rápida que es la 
acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de evitar la amenaza o restricción de la 
libertad ambulatoria del detenido, hábeas corpus preventivo; sino también para enmendar la forma en que se 
cumple la detención si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
      Desde el punto de vista cronológico y con relación a sus efectos sobre el acto lesivo, el hábeas corpus 
puede ser preventivo o reparador. En su función preventiva requiere, por un lado, un atentado a la libertad, 
decidido y en próxima vía de ejecución y, además, que la amenaza sea cierta, debiendo demostrarse la positi-
va existencia del peligro o restricción. En su función reparadora, la restricción ilegal que se invoca como 
supuesto del hábeas corpus, debe ser actual, contemporánea con la decisión judicial del caso. 
      Corresponde declarar abstracta la acción de hábeas corpus que se inició con motivo de las condicio-
nes de detención en que se encontraba el imputado, si de las constancias incorporadas en autos y de sus pro-



pias manifestaciones surge que sus necesidades particulares fueron atendidas; advirtiéndose, asimismo, la 
existencia de mejoras en las condiciones generales del pabellón. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Samsón, Dra. Bonari, Dr. Catalano, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Zenteno  
CAUSA: “QUIPILDOR, CRISTIAN ARIEL ARNALDO INTERPONE ACCIÓN DE 
HÁBEAS CORPUS – HÁBEAS CORPUS- RECURSO DE APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 
39.013/17) (Tomo 216: 719/728 - 15/enero/2018) 
 
RECURSO DE APELACIÓN. Hábeas corpus. Condiciones de detención. Traslado a otra unidad carcela-
ria. Cuestión abstracta.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 51/60. 
DOCTRINA: (Mayoría) En resguardo de la dignidad de la persona privada de su libertad, tanto la Constitu-
ción Nacional como la Provincial establecen una vía expedita y rápida, que es la acción de hábeas corpus, la 
cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o restricción de la libertad ambulatoria 
del detenido sino también para enmendar la forma en que se cumple la detención, si ella es vejatoria para la 
persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
      Esta acción constituye un procedimiento excepcional, residual y de concesión restrictiva, sólo viable 
en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no requieran amplitud de debate y prueba, 
ni admitan otra vía legal apta; es decir, es una garantía a derechos de raigambre constitucional amenazados o 
vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
      El agravio dirigido a tachar de ilegítimo el traslado de una persona condenada por haber cumplido 18 
años, desde el Centro de Atención de Jóvenes en Conflicto con la Ley Penal Nº 1 hacia la Alcaidía General de 
la Provincia, debe ser desestimado toda vez que fue dispuesto en una causa penal y por un juez en ejercicio de 
su competencia; como que asimismo es improcedente esta vía frente a decisiones de la autoridad judicial (cfr. 
art. 88 “in fine” de la Constitución Provincial). 
      El hábeas corpus y las demandas de amparo no autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa 
en las decisiones que les incumben, respecto de las cuales, en caso de existir agravio constitucional, cabe la 
interposición de los recursos de ley. (Del voto del Dr. Catalano, Dra. Bonari y Dr. Posadas) 
              Desde el punto de vista cronológico y con relación a sus efectos sobre el acto lesivo, el hábeas corpus 
puede ser preventivo o reparador. En su función preventiva requiere, por un lado, un atentado a la libertad, 
decidido y en próxima vía de ejecución y, además, que la amenaza sea cierta, debiendo demostrarse la positi-
va existencia del peligro o restricción. En su función reparadora, la restricción ilegal que se invoca como 
supuesto del hábeas corpus, debe ser actual, contemporánea con la decisión judicial del caso. 
      Es doctrina reiterada del Tribunal, que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a recaer 
deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobrevinien-
tes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de hecho; 
también se ha señalado que las resoluciones en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias 
existentes en el momento de ser dictadas, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de 
detención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso. 
      En el caso, si bien la acción se inició con motivo de las condiciones de detención en que se encontra-
ba el imputado mientras permanecía alojado en el Pabellón “C”, segunda planta, celda Nº 8 de la Alcaidía 
General de la Provincia, de las constancias incorporadas en autos surge que fue trasladado al Pabellón “A”, 
planta baja, celda Nº 5 el día 25 de abril de 2017, por lo que carece de objeto que esta Corte se pronuncie 
sobre la procedencia del hábeas corpus, en tanto no existe agravio actual que justifique el ejercicio de la juris-
dicción. La cuestión, en consecuencia, ha devenido abstracta. 
      La Corte ha sostenido que es inviable el hábeas corpus cuyo objeto sea oponerse a la concreta actua-
ción de un tribunal penal en la tramitación de una causa a su cargo, pues, de acuerdo con lo dispuesto por el 
art. 87 de la Constitución Provincial, entre las limitaciones establecidas al amparo –aplicables extensivamente 
en materia de hábeas corpus- se encuentra la improcedencia del remedio contra los actos u omisiones de la 
autoridad judicial. (Del voto del Dr. Samsón) 
               (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional como la de la Provincia establecen una vía expedita y rápida que es la acción 
de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o restricción de la 
libertad ambulatoria del detenido, hábeas corpus preventivo;  sino también para enmendar la forma en que se 
cumple la detención si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
      El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el art. 75 
inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino también en relación a las 
condiciones de detención, y ello es así por cuanto sin la libertad ambulatoria, como uno de los bienes jurídicos 
sustancialmente tutelados por aquélla, poco puede hacer el hombre. Por eso el hábeas corpus es una suerte de 
garantía fundante, en el sentido de que posibilita, merced a la obtención de la libertad corporal, la práctica de 
las restantes libertades humanas. 
      La acción de hábeas corpus, que por su naturaleza es la forma de hacer operativa una norma constitu-
cional, no requiere forma ni causa alguna y puede ser planteada existiendo o no causa o proceso y en cual-
quier etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 



      El art. 88 de la Constitución Provincial no establece limitación alguna para la procedencia de este 
remedio frente a decisiones judiciales. Así, cuando tal artículo dispone que resultan de aplicación las disposi-
ciones previstas para la acción de amparo, lo hace en referencia a la parte operativa de aquella norma y no en 
relación a la admisibilidad. Caso contrario, si la voluntad del constituyente hubiera sido excluir a la autoridad 
judicial, lo hubiera hecho en forma expresa como lo hizo en el caso del amparo. 
      Constituye una responsabilidad inexcusable de los señores jueces velar porque la privación de la 
libertad se cumpla en forma acorde a los estándares mínimos fijados en la normativa, y en esa tarea ordenar, 
en su caso, el cese de los actos u omisiones de la autoridad pública que impliquen un agravamiento ilegítimo 
de las formas y condiciones de detención. 
      Es fundamental que los tribunales argentinos cumplan con los estándares a los que está sometida la 
tarea judicial, de acuerdo con los instrumentos internacionales aprobados por el país, de modo tal que sus 
fallos puedan resistir el desafío de su impugnación ante instancias competentes para fijar la responsabilidad 
del Estado. 
      Toda persona privada de libertad tiene derecho a un control de legalidad ejercido por un tribunal y a 
vivir en una situación de detención compatible con su dignidad personal, que deben ser garantizados por el 
Estado en razón de que éste se encuentra en posición especial de garante con respecto a dichas personas, por-
que las autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre las personas que se encuentran 
sujetas a su custodia. (Del voto del Dr. Cornejo y Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Dra. Bonari  DOCTRINA: 
Dr. Zenteno   CAUSA: “DR. CARLOS EUGENIO FLORES, DEFENSOR OFICIAL PE-
NAL DE MENORES Nº 1 – INTERPONE ACCIÓN DE HÁBEAS CORPUS CONFOR-
ME LEY 23098 Y ART. 43 POR AGRAVAMIENTO ILEGÍTIMO DE LAS CONDICIO-
NES DE DETENCIÓN DE GONZÁLEZ, ÁNGEL GASTÓN – HÁBEAS CORPUS – 
RECURSO DE APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 38.968/17) (Tomo 216: 439/460 - 
27/diciembre/2017) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Audiencia “de visu”. Homicidio agravado por el uso de 
arma de fuego. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 544/552 
vta., revocar el pronunciamiento de fs. 532/542 y, en su mérito, confirmar la sentencia de fs. 440/453. 
DOCTRINA: El recurso de inconstitucionalidad sólo puede prosperar en aquellos supuestos de evidente dis-
crecionalidad, apartamiento injustificado de los hechos o del derecho aplicable o irrazonabilidad de las con-
clusiones a que se arriba en el fallo. Por tal razón, la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis 
es propia de los jueces de la causa y salvo aquellos casos de excepcionalidad mentados, resulta insusceptible 
de revisión en esta instancia extraordinaria cualquier pronunciamiento que no conlleve las causales de su 
descalificación como acto jurisdiccional. 
      Se ajusta a derecho la sentencia en la que si bien el recurrente sostiene que no se cumplió con lo 
establecido en el art. 41 inc. 2 “in fine” del Código Penal toda vez que no se convocó a los familiares de la 
víctima a la audiencia “de visu”, se advierte que la misma se llevó a cabo con el comparendo del imputado, 
además, la disposición en cuestión no determina que el juez deba tomar conocimiento directo de los mismos. 
      Es plenamente válida la condena impuesta al acusado que al desplegar la acción homicida, se valió 
de un arma de fuego hechiza y mediante un certero disparo, consumó el delito, aumentando la potencia ofen-
siva al apuntar directamente al rostro de la víctima y a corta distancia, poniendo en evidencia la mayor grave-
dad del hecho las circunstancias de lugar, modo y ocasión al ser ejecutado en horas de la noche y en forma 
sigilosa, acrecentando su indefensión y asegurando el resultado letal.  
      Esta Corte tiene dicho que la individualización de la pena es una operación que debe cumplir el tri-
bunal de mérito a partir de la consideración puntual de un conjunto de circunstancias personales y objetivas 
que se describen en la ley de fondo; ese procedimiento valorativo integra la órbita de facultades discrecionales 
de apreciación de la prueba y de ponderación de hechos que en el debate puede cumplirse de modo directo 
dadas las características del proceso. Ello implica que el Tribunal de casación no puede reconsiderar la men-
sura de la pena sino desde la óptica del respeto a los parámetros de la lógica, para desechar la posible concu-
rrencia de un supuesto de arbitrariedad. 
      La imposición de una pena responde a los elementos de carácter objetivo, dirigidos a especificar la 
magnitud del injusto cometido y a los elementos subjetivos que acrediten la culpabilidad y peligrosidad del 
agente. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Catalano, Cornejo,  Dra. Kauffman, Dr. Posadas, Dra. Bonari  DOCTRINA: Dr. 
Zenteno  CAUSA: “C/C GIRÓN SALDAÑO, ISMAEL NAHUEL POR HOMICIDIO 
AGRAVADO POR EL USO DE ARMA DE FUEGO EN PERJUICIO DE CEBALLOS, 
JUAN CARLOS (M) – GONZÁLEZ, EDGAR DARÍO (DEN) - RECURSO DE IN-
CONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 39.006/17) (Tomo 216: 503/512 - 
27/diciembre/2017) 
 



 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Delito 
de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización. Artículo 14, 2º párrafo de la Ley 23737; For-
malidades de las actuaciones preventivas. Reedición de planteos. Omisión de fundamentación del recurso. 
Pedido de detención. Ejecución inmediata de la sentencia de condena no firme.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad deducido por la defensa 
técnica de Ernesto René García a fs. 875/880 vta. II. HACER lugar al recurso de inconstitucionalidad inter-
puesto a fs. 856/861 vta. por el Fiscal de Impugnación Nº 3 y, en su mérito, disponer que la Sala II del Tribu-
nal de Juicio ordene la inmediata detención de Ernesto René García. 
DOCTRINA: La doctrina de la arbitrariedad invocada es el medio para resguardar la garantía de la defensa en 
juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del 
derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. 
      La aplicación de esta doctrina resulta excepcional y sólo reservada para aquellos supuestos en los que 
se verifique un apartamiento evidente de la solución legal prevista para el caso o una decisiva carencia de 
fundamentación en el pronunciamiento impugnado; en tanto no basta para demostrar la existencia de una 
situación de inconstitucionalidad, sostener la vulneración de derechos constitucionales si no se prueba la afec-
tación puntual de los derechos invocados. 
      Esta Corte ha señalado que son sentencias arbitrarias aquellas que se dictan sin considerar constan-
cias o pruebas disponibles que asuman la condición de decisivas o conducentes para adecuada solución del 
caso y cuya valoración puede ser significativa para alterar el resultado de la causa, y que la motivación no se 
halla completa si sólo se enuncian, aún describiéndolas, todas las pruebas arrimadas al debate, pues la opera-
ción lógica exigida al juez comprende, también, la evaluación pormenorizada de los elementos mencionados y 
de incidencia que razonablemente tiene en el contexto de las restantes evidencias, agregándose que únicamen-
te si se satisfacen tales recaudos, la sentencia se torna explícita y sus fundamentos adquieren una autoridad 
suficiente. 
      Al dictar sus sentencias los jueces deben cumplir con una crítica externa en el desarrollo de la re-
construcción histórica destinada a descubrir la verdad en el proceso penal, siendo su deber sopesar y explicar 
las circunstancias que inciden en su decisión; ello es así porque nuestro sistema procesal penal exige que la 
convicción alcanzada sea el resultado racional de los elementos de juicio valorados, lo cual sólo encuentra 
realización mediante una debida fundamentación del acto jurisdiccional. 
      La labor del tribunal debe traducirse en un esfuerzo intelectual tendiente a derivar de las probanzas 
arrimadas una consecuencia acorde con las reglas de la sana crítica racional, a cuyo fin han de tomarse en 
cuenta todos y cada uno de los elementos que puedan reputarse decisivos para establecer la verdad de lo acon-
tecido. 
      No promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que 
sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta 
conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva 
carencia de fundamentación. 
      En el caso, carece de fundamentación el recurso deducido por la defensa, omisión que impide desca-
lificar el fallo, por cuanto el recurrente transcribe casi textual el escrito presentado al acudir en casación, pre-
tendiendo así reeditar los planteos que ya fueron respondidos por el “a quo”, sin referirse a los términos de la 
resolución apelada y sin hacerse cargo de la forma en que la cuestión fue resuelta, limitándose a reiterar meras 
discrepancias con el criterio seguido por el sentenciante en relación con la valoración de la prueba rendida en 
la causa, sin demostrar la arbitrariedad que invoca y sin llegar a delinear un agravio contundente que desauto-
rice el análisis de la causa realizado por el Tribunal de Impugnación. 
      Carece de sustento el argumento relativo al modo de valorar las pruebas en lo atinente a la responsa-
bilidad del imputado, toda vez que de los elementos de cargo incorporados a la causa, surge que tenía estupe-
facientes en su poder con inequívocos fines de comercialización, en los términos del art. 5º inc. c) de la Ley 
23737; y si bien se arguye que la droga no fue incautada de la propia persona del imputado, cabe señalar que 
para que se configure el concepto de tenencia previsto en la figura penal, basta que el titular ejerza un efectivo 
poder de hecho sobre los objetos, por encontrarse dentro de su esfera de custodia. 
      La Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene dicho que "el derecho de gozar de libertad hasta el 
momento en que se dicte la sentencia de condena no constituye una salvaguardia contra el arresto, detención o 
prisión preventiva, medidas cautelares éstas que cuentan con respaldo constitucional" (Fallos, 305:1022); el 
respeto debido a la libertad individual no puede excluir el legítimo derecho de la sociedad a adoptar todas las 
medidas de precaución que sean necesarias no sólo para asegurar el éxito de la investigación sino también 
para garantizar, en casos graves, que no se siga delinquiendo y que no se frustre la ejecución de la eventual 
condena por la incomparecencia del reo. Se trata, en definitiva de conciliar el derecho del individuo a no su-
frir persecución injusta con el interés general de no facilitar la impunidad del delincuente, pues la idea de 
justicia impone que el derecho de la sociedad a defenderse contra el delito sea conjugado con el del individuo 
sometido a proceso, en forma que ninguno de ellos sea sacrificado en aras del otro. 
      Dentro de la regulación normativa del proceso penal corresponde la ejecución inmediata de cualquier 
resolución jurisdiccional o bien, dentro del término legal y judicial que se disponga. Al respecto, resulta nece-



sario recordar que el art. 574 del Código Procesal Penal de la provincia regula la actividad del tribunal de 
juicio una vez dictada sentencia condenatoria a pena privativa de libertad de cumplimiento efectivo e impone 
el deber de ordenar la detención inmediatamente después del dictado de aquel fallo, la que se debe aplicar 
tanto frente a una decisión firme como a una recurrida. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Catalano, Dra. Kauffman, Dr. Posadas  DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: 
“GARCÍA, ERNESTO RENÉ; GARCÍA, ELIZABETH GRACIELA; MAIZARES, 
LEANDRO AGUSTÍN; ROMERO, CRISTIAN LUIS POR TENENCIA DE ESTUPEFA-
CIENTES CON FINES DE COMERCIALIZACIÓN – RECURSO DE INCONSTITU-
CIONALIDAD PENAL” (Expte. Nº CJS 38.685/16) (Tomo 216: 533/550  - 28/diciembre/2017) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Intervención del querellante. Requisitos de la acusación. 
Nulidad. Principio de congruencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a 
fs. 31/34 vta. y, en su mérito, dejar sin efecto la exclusión del proceso del querellante particular dispuesta en 
el punto II de la resolución copiada a fs. 15/18 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría) La doctrina de la arbitrariedad tiende a resguardar las garantías de defensa en juicio 
y debido proceso, al exigirse que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del 
derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. 
      La admisión del querellante particular en los delitos de acción pública es cuestión librada a las leyes 
procesales respectivas, y su exclusión no compromete principio constitucional alguno. 
      Los tratados internacionales, si bien reconocen a los particulares el derecho a acceder a un recurso 
judicial efectivo que ampare contra todo acto de agentes del Estado o de particulares que violen sus derechos 
reconocidos por esos instrumentos, por la constitución o por la ley (arts. 8 DUDH, 25 CADH, 2.3 PIDCP), no 
permiten inferir que el recurso al que aluden sea equivalente a un derecho de acusación privada por quien 
resulta víctima de un delito. 
      Mientras que la intervención del querellante particular es facultativa (art. 106 del C.P.P.), la del Mi-
nisterio Público Fiscal es obligatoria (art. 76). En tanto que si la acusación del fiscal es sancionada con nuli-
dad por violación al art. 434 del C.P.P., el juez de garantías se la devolverá para su corrección y nueva con-
creción (art. 436, 1ª parte); mientras que ante idéntica sanción respecto de la imputación del querellante o su 
deducción extemporánea, debe tenérselo por desistido de tal acto (art. 435). 
      La ley adjetiva puso especial énfasis en el contenido de la acusación por cuanto ella cumple una 
doble función: como límite de la sentencia y como límite de la persecución penal o presupuesto para el efecto 
de clausura sobre ella. Por eso, además de la razonabilidad de exigir la expresión del motivo por el cual al-
guien es acusado penalmente, también es razonable que constituya una exigencia la descripción detallada del 
hecho punible que se atribuye; el principio de congruencia, cualquiera sea la calificación jurídica que en defi-
nitiva efectúen los jueces, requiere que el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que fue objeto 
de intimación y debate en el proceso. 
      El art. 435 del C.P.P. únicamente sanciona al querellante con la pérdida de uno de los actos más 
importantes que el procedimiento le reconoce, cual es el derecho de acusar; pero tal omisión no implica re-
nuncia a la acción pues ésta se encuentra expresamente prevista en el art. 112 del C.P.P. (Del voto de los 
Dres. Posadas, Samsón, Cornejo, Dra. Kauffman y Dr. Vittar) 
              (Minoría) La aplicación de la doctrina de la arbitrariedad resulta excepcional y sólo reservada para 
aquellos supuestos en los que se verifique un apartamiento evidente de la solución legal prevista para el caso 
o una decisiva carencia de fundamentación en el pronunciamiento impugnado, en tanto no basta para demos-
trar la existencia de una situación de inconstitucionalidad, sostener la vulneración de derechos constituciona-
les si no se prueba la afectación puntual de los derechos invocados. 
      El recurso de inconstitucionalidad no tiene por objeto corregir pronunciamientos que se estimen 
equivocados o erróneos, ya que sólo comprende aquellos casos de omisiones o desaciertos de gravedad ex-
trema que determinen la descalificación de una sentencia como acto judicial válido, vulnerándose así la exi-
gencia de que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplica-
ción a las circunstancias comprobadas de la causa. 
      El juez de garantías realizó un correcto análisis al declarar la nulidad, tener por desistida de la acusa-
ción y excluir a la querellante del proceso penal, indicando que si no formula acusación en tiempo y forma 
queda fuera del proceso, y que la carga de su presentación lo es con apercibimiento de tenerla por desistida. 
Indicó que la acusación que sostiene el juicio es la que debe formularse y mantenerse hasta el momento de las 
conclusiones y no puede estar ausente en esa instancia. 
      Sin embargo, esta solución debe aplicarse solo respecto del mandatario oficial de la parte, pero no 
para sus representadas, víctimas del hecho acaecido, a quienes no debe cargarse con las consecuencias perju-
diciales de la acción procesal ineficaz de su representante. 
      De acuerdo al art. 226 “in fine” del C.P.P., que regula los efectos dentro del capítulo de las nulida-
des, cuando fuere necesario y posible, se ordenará la renovación o rectificación de los actos anulados, toda 
vez que en el “sub examine” se ha consumado una nulidad de las conminadas genéricas en el art. 221, que 
específicamente contempla en su inc. e), a la intervención, asistencia y representación del querellante particu-



lar, en los casos y formas que la ley establece. En consecuencia, en atención a la gravedad de la problemática 
de la violencia de género y dados los lógicos efectos de la nulidad, corresponde ordenar que bajen los autos al 
tribunal de origen, a fin de que proceda a replicar el trámite declarado nulo, otorgando nueva intervención a 
otro funcionario del Ministerio Público de reemplazo, de acuerdo a la Ley Orgánica de ese Ministerio, y a los 
efectos de continuar el trámite de la causa según su estado. (Del voto del Dr. Catalano y Dra. Bonari) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Dra. Bonari, Dres. Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman DOC-
TRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: “INCIDENTE DE APELACIÓN PRESENTADO POR LA 
DR. MAGADÁN, ANDREA V. – DEFENSORA OFICIAL DE VIOLENCIA DE GÉNE-
RO Nº 1 – EN REPRESENTACIÓN DE CÁRDENAS FERNÁNDEZ, NÉSTOR DANIEL 
– APELACIONES GARANTÍAS CON PRESO – RECURSO DE INCONSTITUCIONA-
LIDAD PENAL” (Expte. Nº CJS 38.581/16) (Tomo 216: 267/288 - 15/diciembre/2017) 
 
RECURSO DE REPOSICIÓN. Reconducción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de reposición interpuesto a fs. 59 y vta. II. ORDENAR 
que bajen los autos al Tribunal de Impugnación, Sala que por turno corresponda, a los fines de la resolución 
de la queja por recurso de casación denegado, deducida a fs. 48/56 vta. 
DOCTRINA: La reforma procesal distingue el tribunal competente para los recursos de casación y de incons-
titucionalidad, los cuales con anterioridad eran de conocimiento de la Corte, ordenando que sólo el último –
inconstitucionalidad- por expreso mandato constitucional, resulta de competencia exclusiva de este Tribunal. 
      El recurso de reposición procede siempre que quien lo interpone tenga un interés que lo justifique, el 
que se halla determinado por el perjuicio o gravamen que la providencia le ocasiona, y aquél debe tenerse por 
configurado cuando el recurso se presenta como el remedio capaz de excluir el perjuicio invocado. 
      El objeto de la presentación no es una queja por denegación de un recurso que competa conocer a la 
Corte, sino que atañe a la inadmisibilidad de un recurso de casación presentado por la defensa técnica; por 
tanto, no es susceptible de examen directo de la Corte, toda vez que la queja requiere, para su válida deduc-
ción, que se haya interpuesto y denegado el recurso antes citado por el tribunal de la causa, y contra una reso-
lución que resulte objetivamente impugnable a través de tal vía. 
      Autoriza a reconducir el trámite de la queja por casación denegada, al tribunal de impugnación, sin 
perjuicio de que, eventualmente, la Corte analice y resuelva el recurso de inconstitucionalidad y, en su caso, la 
queja por su denegación. 
      La reconducción constituye un procedimiento excepcional que sólo procede cuando el tribunal de 
alzada –en el caso esta Corte- entiende necesario, por cuestiones fundadas y jurídicamente justificadas, sanear 
la presentación de la parte, sea mediante su intervención directa u ordenando al “a quo” que imprima el trámi-
te correspondiente. 
TRIBUNAL: Dra. Kauffman, Dres.  Posadas, Catalano, Corrnejo.  DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: 
“ROSA, ANA INÉS POR ESTAFAS REITERADAS A DAVID, NÉSTOR MICHEL Y 
EMPRESAS: SARAPURA, SEIS EME S.A.I.C., EL OMBÚ, INCOVI, GARIN COMESA 
E IBERIA – APELACIONES INSTR. FORMAL SIN PRESO - QUEJA POR REC. DE 
CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.040/17) (Tomo 216: 617/624 - 29/diciembre/2017) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Incumplimiento de los requisitos de admisibilidad. Acorda-
da 38/2011 de la CSJN. Identidad de género. Reiteración de agravios. Doctrina de la arbitrariedad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 175/190. 
DOCTRINA: Debe rechazarse la concesión del recurso extraordinario federal si los argumentos expuestos, 
relativos a la inexistencia de violencia de género y al desconocimiento por parte del imputado del cambio de 
género de la víctima, son una reiteración de los agravios vertidos al interponer los recursos de casación e 
inconstitucionalidad. 
      No corresponde conceder el recurso extraordinario federal que en su escrito de interposición no 
cumple con los requisitos establecidos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación mediante Acordada 
38/2011, que deben respetar todas las presentaciones que se realicen.  
      Si bien a la Corte no le incumbe juzgar sus propios pronunciamientos cuando es llamada a decidir 
sobre la concesión o denegación del recurso extraordinario, ello no la exime del deber de examinar, además 
de la admisibilidad formal, la cuestión constitucional introducida por el recurrente, analizando, cuando se 
invoque la causal de arbitrariedad, si la apelación federal, “prima facie” valorada, cuenta con fundamentos 
suficientes para dar sustento a un caso que reviste un inequívoco carácter excepcional, a la luz de la conocida 
doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 
      El Superior Tribunal de la Nación, mediante Acordada 4, reglamentó la presentación de los escritos 
mediante los cuales se intenta el recurso extraordinario federal y sistematizó los requisitos formales para la 
deducción de este remedio excepcional. 
      Deviene improcedente el recurso extraordinario que no contiene una crítica detallada de la sentencia 
impugnada, y donde no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el Tribunal para 
arribar a las conclusiones que agravian al apelante, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo 



distinto al seguido en la resolución, ni reiterar argumentos vertidos en etapas anteriores del proceso, sobre 
cuestiones ya resueltas con suficiente fundamentación. 
      El recurso extraordinario, en cuanto vía impugnativa especial, está dirigido a un objeto concreto y 
restringido: reparar agravios constitucionales; por ello la existencia de cuestión federal o constitucional resulta 
la base misma del recurso. En este sentido, constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una 
relación directa entre la materia, el pleito y la invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface 
con la simple alegación de que en el fallo cuestionado existe arbitrariedad, si no se precisa ni demuestra en 
concreto cómo se ha configurado efectivamente en la sentencia. 
      La correcta deducción del recurso extraordinario exige que el impugnante demuestre la inconsisten-
cia de las razones expuestas en el fallo que pretende objetar. El apelante podrá o no compartir los fundamen-
tos dados por el Tribunal para arribar a la solución que se ataca pero, al encontrarse ellos dentro de los ade-
cuados márgenes de razonabilidad y coherencia, la disconformidad alegada no aparece con la necesaria con-
sistencia como para viabilizar el remedio federal, máxime cuando su planteo traduce la intención de acceder a 
una instancia superior con el sólo propósito de lograr una distinta interpretación de cuestiones ajenas al recur-
so extraordinario, lo que desnaturalizaría su función específica. 
      La Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene resuelto que la doctrina de la arbitrariedad no tiene 
por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas, como así tampo-
co abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la competencia específica de la Corte cuan-
do no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en estos aspectos, graves defectos de fun-
damentación, o de razonamiento, que lo hagan inválido como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Samsón, Catalano, Cornejo, Posadas  DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: 
“RECURSO DE CASACIÓN CON PRESO – PLAZA, CARLOS; DEL VALLE, JUAN 
JOSÉ POR HOMICIDIO AGRAVADO POR EL CONCURSO PREMEDITADO DE DOS 
O MÁS PERSONAS; CRIMINIS CAUSA Y POR VIOLENCIA DE GÉNERO, EN PER-
JUICIO DE ÁLVAREZ, GIMENA - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” 
(Expte. Nº CJS 38.811/17) (Tomo 216: 633/640 - 09/enero/2018) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia. Reiteración de agravios. Doctrina de la 
arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fS. 201/221. 
DOCTRINA: Deviene improcedente el recurso extraordinario que no contiene una crítica detallada de la 
sentencia impugnada, y donde no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el Tribunal 
para arribar a las conclusiones que agravian al apelante, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpreta-
tivo distinto al seguido en la resolución, ni reiterar argumentos vertidos en etapas anteriores del proceso, sobre 
cuestiones ya resueltas con suficiente fundamentación. 
      El recurso extraordinario, en cuanto vía impugnativa especial, está dirigido a un objeto concreto y 
restringido: reparar agravios constitucionales; por ello la existencia de cuestión federal o constitucional resulta 
la base misma del recurso. 
      Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia el 
pleito y la invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que en el 
fallo cuestionado existe arbitrariedad, si no se precisa ni demuestra en concreto cómo se ha configurado efec-
tivamente en la sentencia. 
      Los agravios expuestos resultan reiteración de los esgrimidos en las instancias anteriores y no logran 
delinear claramente y con precisión la existencia de la cuestión federal ni la transgresión de alguna garantía 
constitucional del recurrente, o que el pronunciamiento contenga graves defectos de fundamentación que lo 
tornen inválido. 
      La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que la doctrina de la arbitrariedad no tiene 
por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que les son privativas, como así tam-
poco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la competencia específica de la Corte, 
cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en estos aspectos, graves defectos de 
fundamentación, o de razonamiento, que lo hagan inválido como acto jurisdiccional. 
      La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que le con-
fiere a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde pue-
dan discutirse decisiones que se estimen equivocadas. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Samsón, Dra. Bonari, Dres. Catalano, Cornejo, Posadas  DOCTRINA: Dr. 
Zenteno   CAUSA: “RECURSO DE CASACIÓN CON PRESO – REYES, LUIS ROBERTO 
POR ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR LA RELACIÓN 
DE CONVIVENCIA PREEXISTENTE (DOS HECHOS) EN CONCURSO REAL - QUE-
JA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.865/17) (Tomo 216: 711/718 
- 15/enero/2018) 
 


